CORRUPCION Y ADMINISTRACION DE JUSTICIA EN COLOMBIA

Intervención del Dr. Nilson Pinilla Pinilla.  Magistrado de la Corte Suprema de Justicia y profesor de Derecho Penal de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana.

Estas consideraciones van dirigidas a significar que, si bien la administración de justicia no ha podido superar la corrupción, si se han conseguido algunos avances en la lucha contra esa calamidad al interior de la rama del poder público que más debe combatirla con la preceptiva superior, la preparación, la ética y la ecuánime voluntad de servicios como únicas armas, mientras desde el otro lado proliferan los suficientes capitales de dañada procedencia dispuestos a la repartida entre quienes sucumban a la oportunidad de percibir beneficios ilícitos para sí o para otros, a cambio de utilizar dolosamente su posición para realizar un acto contrario a derecho, abstenerse a ejecutar el que le corresponda en el probo cumplimiento del deber, recibir prebendas por los que desinteresadamente deberían efectuar, constreñir a los asociados o malversar los bienes de la comunidad en una época deplorablemente caracterizada por la fragilidad moral.

Enseguida relaciono unos pocos enunciados de los cuales pretendo construir con simpleza la tesis de que a la administración de justicia se le puede reclamar y esperar con la autoridad moral que emerge de prestarle con valentía y virtud todo el apoyo que requiera, para que cumpla su misión  con la mayor probabilidad y acierto  posible en una acción humana, bajo permanente control social que la conduzca a gozar de la credibilidad pública que ya merece y tanto necesita, para coadyuvar  a la superación  afortunada del difícil momento histórico que actualmente se afronta

El primero de estos postulados, me permito enunciarlo.   No puede esperarse que el ser humano, falible por naturaleza,  acierte siempre al administrar justicia.  A pesar de que la justicia es imprescindible para la propia preservación y subsistencia de la humanidad,  ésta se encuentra irremediablemente condenada a ser imperfecta, mientras no sea Dios mismo quien la administre de acuerdo con Shakespeare en la escena primera del acto III de  Enrique VIII:  en el cielo se encuentra la única Corte por encima de toda contingencia,  pues allí se sienta un juez a quién ningún rey puede corromper. Por el contrario desde tiempos inmemorables se suele endilgar a los juzgadores mundanos en lentitud, indolencia y ahora con menos frecuencia ni merecimiento, permeabilidad a los halagos. Sobre lo primero se agrega, con mucho de amargura y no poco de razón,   que la justicia es ciertamente ciega y también sorda y muda y tiene una pata de palo. Probablemente queriendo significar que puede acarrear los mismos defectos figurativamente físicos, como la cojera, que popularmente se le predica de que son posibles los seres de carne y hueso, a los que se le han encomendado aplicar. Pero para tratar de neutralizar los riesgos de desacierto  propios de la falibilidad del hombre y de la mujer en los procedimientos judiciales, se han venido implantando una serie de mecanismos por cuyo intermedio se procura llevar la providencia inicial a conocimiento de funcionarios que han de poseer mayor experiencia y capacitación, en ocasiones colegiados para que la preválida disminuya aún más el peligro de error y de parcialidad,  distancia que se estima necesaria así sea a costa de la economía, la serenidad y eficiencia de la administración de justicia y aun de la seguridad jurídica, sin que tales funcionarios y corporación de mayor jerarquía dejen de ser falibles ni puedan indefectiblemente predicarse, por adicionales revisiones que se instauren que la ultima determinación será ciento por ciento la acertada. 

Precisamente ese establecimiento de la segunda instancia y a ese deseo del legislador de que sean revisadas todas las decisiones de los funcionarios de inferior jerarquía conduce a un punto que mencionaba el doctor Rodrigo Escobar hace un momento:   que la justicia en Colombia es onerosa y es onerosa porque se malgasta mucho de sus recursos humanos y se repiten muchas de sus actuaciones. 

Las comunidades tienen entonces que estar conscientes de que los conflictos son resueltos dentro de las limitaciones e imperfecciones dimanadas de la condición humana, sin perjuicio de procurar todos los elementos que apuntalen el proceder que mejor garantice establecer la verdad y pronunciar determinaciones certeras oportunas y justas.

El segundo,  la administración de justicia es altamente vulnerable a la corrupción en todos los países del mundo. A la consideración de los administradores de justicia llegan asuntos sean de mínima o muy  elevada trascendencia que por su misma causalidad siempre motivan, emergen o están acompañados de intereses incontados que cada parcialidad anhela le sean reconocidos de acuerdo a su conveniencia, estando dispuesta a influir por los medios  que puedan disponer para que se produzca la determinación que le sea favorable o menos gravosa. Es que eso de dar a cada uno lo que le corresponde, determinar o hacer cumplir las obligaciones del individuo para con el Estado y de éste hacia aquél, dirimir conflictos de diversa naturaleza y en etimológica síntesis decir el derecho, es misión universalmente muy delicada y de alta susceptibilidad que debe desempeñarse de manera autónoma en algunas latitudes con un inmenso poder. Lo cual plausiblemente genera la facultad de decidir bajo el único imperio de la ley y de la propia conciencia y debe alejar de las influencias indebidas  las imposiciones y los compromisos. 

Pero puede dar lugar, como en efecto ocurre, a que se haga mal uso de la independencia.  Pero valga así expresar por vía puramente ilustrativa lo que está en juego alrededor de una determinación judicial que, por ejemplo,  a costa del patrimonio del Estado, que no siempre cuenta con los defensores que merece,  pudiera generar enorme incremento patrimonial ilícito para varias personas,  incluidos los servidores judiciales que perversamente tuercen su función pública por lo que está dispuesto a participar o lo que estará dispuesto a participar en sus cochambrosas ganancias un aventajado empresario del crimen con tal de no ser desposeído del resto y tener que ir a la cárcel por algún lapso.

El tercero,  es el nivel de credibilidad en la administración de justicia que es bajo en la mayoría de los países del mundo primariamente por su imagen de corrupción e ineficiencia. Las decisiones de jueces siempre serán cuestionadas,  al menos por algunas de las partes involucradas en un proceso, en la medida en que al reconocerle el derecho o hallarle mérito a la causa de alguien, se le está negando a otro y otros que crean tenerlo, e irradiaran criticas contra ese fallo. Así ocurrirá también de parte de personas que suelen sentirse inocentes a sus propios ojos o menos culpables de lo que hayan sido o de las eventuales víctimas que ignoran la razón muchas veces de la existencia de la norma legal por las cuales se consideran culpable de un delito. Las consejas populares han venido expresando desconfianzas hacia el Aparato judicial de muy pintoresca manera, además de la malévola referencia a la telaraña que atrapa los bichos pequeños pero deja escapar los grandes, comparación con la administración de justicia que resulta notoriamente contraria a la realidad actual colombiana donde muchos personajes y opulentos han sido condenados o están siendo debidamente procesados. En una crónica recientemente publicada en la revista Diners  se recordaba esta copla, “aquí por justa sentencia pena un ladrón principiante que no robó lo bastante para probar su inocencia”:  lo así expresado,  implica una ingeniosa censura contra la administración de justicia en la medida en que se entienda que el haber logrado un botín más cuantioso hubiera quedado en posición de efectuar una oferta suficientemente elevada para torcer a su favor una determinación judicial.  También puede entenderse que el procesado que haya alcanzado mayor éxito posee recursos, que le permiten contratar un mejor defensor o un pool de ellos, como últimamente viene estilándose, más capacitados y condecorados antilurgios de pronto de aquellos que se jactan de conseguir que los derechos humanos de sus clientes sean más reconocidos a quienes finalmente aquellas gentes dejen pobres pero honrados. Sobre la falta de credibilidad hacia la administración de justicia se encuentran muchas referencias directas o indirectas expresadas desde muchos puntos del orden. Sobre esto nunca olvido lo que me contestó el Barrister  británico Marck Bans, cuando le expresaba mi admiración hacia la organización del funcionamiento de la justicia inglesa y él simplemente dijo con su sorna británica:   el pasto siempre se ve más verde desde  el otro lado de la cerca.

 Las noticias que llegan de los Estados Unidos de América son poco positivas en cuanto denotan inclinación hacia la justicia espectáculo y la sublimación de causas menores para fines políticos. Al igual que el desmesurado aumento en la cuantía de las indemnizaciones en algunos países donde se sanciona drásticamente la corrupción interna. Sin embargo, localmente se registran bien los niveles de actuación internacional de esas empresas para no sacrificar los negocios. En Suecia el diario de mayor circulación de Estocolmo incluye una referencia del juez  que justifica el pago de esas sumas que sirven para estimular negocios y que también, según el mismo dice,  podrían denominase  en otra situación sobornos (caso Bangladesh).  En otra esfera el abogado egipcio Ibrain Siata  vicepresidente Senior  y Consejero general del Banco Mundial expresó en su ensayo “Corrupción Análisis general con énfasis en el papel del Banco Mundial” que las medidas legislativas anticorrupción  pueden no ser efectivas por la ausencia de honestos y eficientes cuerpos investigativos y judiciales, proponiendo a continuación una serie de mecanismos para mejorar su actuación.   Así se expresa también desde la perspectiva española Perfecto Andrés Ibáñez, quien dice que, lamentablemente y no sólo aquí,  la jurisdicción  vive inmersa en su tradicional crisis de eficiencia, mientras las situaciones emergentes a las que se ve obligada a hacer frente las desplazan a un mundo de tensiones no exenta de riesgos.  

La sexta conferencia internacional de jueces de apelación celebrada en Nigeria en 1992, y en la séptima realizada en Otawa en septiembre de 1995, magistrados de la Corte Suprema de Justicia  de muchos países expresaban desde la perspectiva de su jurisdicción los severos cuestionamientos que sobre la justicia allí se efectuaban. En Perú,  para pasar al ámbito latinoamericano,  Raúl Castro Estañero preguntaba de qué valen leyes buenas con jueces malos, mientras sobre Paraguay, Pitiminí Suerensen reprobaba que la corrupción haya también alcanzado a la rama judicial particularmente por su falta de independencia. Acerca de la situación en Honduras,  Sinolidas Rosas Bautista reclamaba reformas para asegurar esa independencia que propendiera por la ecuanimidad. En Argentina se publicó recientemente en “The Economist” que sólo una de cada diez personas cree en sus jueces y que de las criticas no se salva ni la Corte Suprema. Este breve recorrido internacional pone de precedente que la falta de buen crédito es un problema casi que inmanente a la administración de justicia en muchos países del mundo, independientemente de sus niveles de desarrollo. Mucha de esta desconfianza tiene causas superficiales.   Para el caso colombiano,  se leía en el tiempo del 1º de Julio de 1998,  donde de tres comentarios inconexos, dos de ellos no atinentes a la rama judicial,  dedujeron candorosamente que la justicia en Colombia no servía.

El cuarto, son las deficiencias de la administración de justicia. Causa y efecto de corrupción, son también responsabilidad de las otras ramas del poder público y de la sociedad en general. La administración de justicia tiene que aplicar, sobra decirlo, leyes emanadas de la rama legislativa del poder público al igual que decretos producidos por la rama ejecutiva y contar con la asistencia de ésta en muchos de los aspectos relacionados con su actividad. Por ejemplo,  en el régimen penitenciario desafortunadamente no se han seguido políticas serias y estables para que haya coherencia, orden y prioridad de los intereses nacionales sobre los coyunturales.  Particularmente en la expedición de parte de la legislación sobre asuntos de orden judicial en alto grado caracterizada por la inestabilidad, la impulsividad circunstancial y los bandazos, ahora se reclama por parte del señor Ministro de Interior la reforma a la Ley 333 en cuanto el establecimiento de los mecanismos para la extinción  de dominio; ley de reciente expedición cuando se dice con verdad que no ha llegado a producir los efectos que de ella se esperaba corregir. El 19 de Diciembre de 1996 en un proceso legislativo que mereció un comentario supremamente directo de Hernando Gómez Buendía, que la legislación de Colombia en la lucha contra la delincuencia organizada era producida tratando de aplacar a los gringos, sin enojar a los narcos. Cuando no se tiene independencia, cuando no se tiene soberanía,  y hablo de soberanía hacia el exterior y también frente a los poderes que han desplazado en ciertos casos al Estado,  es muy difícil que puedan existir leyes que permitan a los jueces cumplir con la función de castigar apropiadamente a la delincuencia. Inconsultamente se han venido creando procedimientos diferenciales,  muchas veces, de precaria duración y así mismo se cambian las competencias, las cuales generan problemas técnicos de  difícil solución y riesgos de inmunidad que al materializarse conducen a la ineficacia de las actuaciones, la pérdida de tiempo y en muchas oportunidades   la prescripción de las acciones generando esto factores de descrédito e injustas sospechas de corrupción contra la rama judicial. Además,  cuando la administración de justicia  funciona bien es cuando más se proponen mecanismos para reformarla o cambiarle las leyes, y aun el marco constitucional en forma que ya ha llevado a creer que se busca beneficiar a personas que quedaron bajo el ámbito de su aplicabilidad no querida o no prevista así al menos de manera especifica en los criterios iniciales de selección.

 Otro de los grandes factores de desconfianza hacia la Administración de justicia emerge de su  ostensible morosidad,  pero ella no siempre es achacable a sus servidores sino a la ausencia de atención por las otras ramas del poder publico,  por la misma falta de racionalización y estabilidad de los procedimientos y la inapropiada delimitación de las competencias. Sobre este particular causan impacto, y no lo leo por la brevedad, los comentarios que hace Miguel Renga Sánchez en su obra Los retrasos judiciales y Placido Fernández  Biagas en su obra El derecho a un proceso sin dilaciones indebidas. Esa parte de dificultad en la actuación de la rama judicial por imposibilidad absoluta de multiplicar su tiempo hasta los niveles que se le requieren, son responsabilidad de las otras dos ramas tradicionales del poder público.  

De otra parte el Estado ha declinado notoriamente en su control sobre la calidad de la educación, lo cual es dramáticamente ostensible en la proliferación de facultades de derecho, aun en municipios donde es palpable la imposibilidad de encontrar profesores, no sólo en calidad especialmente para ciertas materias, sino hasta en cantidad, resultando notorio que la finalidad de lucro se ha impuesto por encima de cualquier consideración académica.  Esos abogados evidentemente salen a ejercer su profesión o a desempeñar cargos y a ocasionar adicionales desdoros contra la administración de justicia. La sociedad tampoco cumple con el control social informal que le corresponde pues siempre está muy dispuesta a reproducir y a agrandar los reproches, pero poco aporta al descubrimiento de las irregularidades.

El quinto es que la corrupción en la administración de justicia debe investigarse con la mayor acuciosidad  y sancionarse severamente.  Las posibilidades primero de ser descubierto, luego procesado y finalmente condenado de manera condigna y sobre todo desposeído de lo ilícitamente obtenido son muy bajas, disminuyendo aun más frente a quien conoce las deficiencias de la ley y los vericuetos que le brinda un sistema procesal que sigue siendo demasiado formalista a pesar de la privacía constitucionalmente otorgada al derecho sustancial y donde el garantismo desbordado tiende a confundir el inviolable derecho de defensa con la enconada protervía hacia la impunidad.  Pero la Fiscalía General de la Nación ha tomado conciencia de la imperiosa necesidad de descubrir a quienes dolosamente trasgreden sus deberes de servidores públicos oficiales. La legislación consolidó severamente el control  por el Estatuto anticorrupción, ley 190 de 1995,  que ahora se busca integrar a través del proyecto de reforma al código penal recientemente presentado por la misma Fiscalía al Senado. Mientras tanto,  los Tribunales y la Corte Suprema de Justicia imponen  las sanciones con el debido rigor con la cuantificación de los mínimos y denegando los subrogados penales cuando a ello haya lugar. 

Extenderme innecesariamente,  citando estadísticas que señalan como realmente si hay un escrutinio, un control y una sanción severa contra los funcionarios judiciales que incurren en hechos punibles, no puedo.   De la misma manera que el Consejo Superior de Judicatura en su Sala Jurisdiccional  Disciplinaria aplica sanciones notablemente severas a esos mismos funcionarios, desde el campo disciplinario, también le corresponde eventualmente a la Procuraduría General de la Nación. En materia de estadística lo único que no me resisto a pasar por alto es una desaprobación tajante a la manifestación que hizo el doctor Rodrigo Escobar Navia sobre las llamadas estadísticas,  que irresponsablemente señalan sin bases ciertas una impunidad del 97 o 98% en Colombia.  Así lo dijo él hace unos minutos acá, cuando eso no tiene ningún fundamento científico. Ciertamente hubo unas estadísticas que indicaban esas cifras pero que no tienen nada que ver con la connotación que se les ha querido significar,  y repitiéndolas se le está causando un grave daño a Colombia. Porque se la está alejando de que la nación empiece a creer en algo y ese es el último punto de mi disertación en algo en  que se está haciendo grandes esfuerzos para merecer la credibilidad. No es que hoy en día haya más corrupción en Colombia. Es que hoy en día se está descubriendo y se está sancionando la corrupción. No es que este país esté absolutamente condenado al fracaso movido por los intereses particulares que lleguen a consolidarse dentro de la administración de justicia y a desviar ésta. Es que la misma sociedad no ha sido lo suficientemente rígida con sus jueces y no les exige, como debe ser,  el cumplimiento de sus funciones. Tenemos una justicia que es humana y por lo tanto imperfecta, que no está exenta de corrupción pero que desde la misma justicia se está procurando sancionarla drásticamente.  Y que está luchando para tratar de superar, en este momento histórico tan trascendental que vive el país, los males que le aquejan y que no permiten que el desarrollo pueda realmente llegar a nuestra Nación. 

Finalmente quiero recordar como lo hace la Biblia en el libro del Exodo en él capitulo 18  versículo 21 y 22 y sé que lo esta haciendo el Consejo Superior de la Judicatura en la Sala administrativa en la selección de los aspirantes a ocupar los cargos en la rama judicial que dice "el señor además escoge tú de entre todo el pueblo a hombres virtuosos, temerosos de Dios, hombres veraces que aborrezcan,  la avaricia”  y agrega la Biblia en el Deuteronomio “no tuerzas el derecho, no hagas obsesión de personas y tome soborno porque el soborno ciega los ojos de los sabios y pervierte la palabra de los justos”.   Muchas gracias 

